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Guardia Civil y democracia: las tribulaciones del cabo Rosa
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l.-No sé si el cabo de la Guardia Civi, Manuel
Rosa Recuerda es muy conocido fuera del ámbito
de esta ciudad de Sevilla, pero estimo que debería
serio ya que la lucha que está sosteniendo desde
hace bastante tiempo es merecedora del mayor res-
peto. Una lucha que se mueve en dos frentes dife-
rentes, aunque uno de ellos sea consecuencia del
otro y relacionados los dos con la aspiración a que
el cuerpo de la Guardia Civil entre de forma decidi-
da por las sendas que exige el segundo término de
su denominación.

De una parte el Cabo Rosa pretende desde hace
bastante tiempo, a costa de sensibles sinsabores y
sanciones, que el derecho a la libre sindicación que
proclama el artículo 28.1 de la Constitución Españo-
la, abarque también a los miembros del Cuerpo de
la Guardia Civil, aunque sea con las especialidades
y modulaciones que prevé el citado artículo 28-1 de
la norma fundamental. De otra parte y este segundo
aspecto es el que va a ser objeto de consideración
en este artículo, el Cabo Rosa pretende evitar la au-
tonomización de lo disciplinario en relación a la
Guardia Civil, reconduciendo el control de las san-
ciones disciplinarias impuestas a la competencia de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Preten-
sión está en que ha encontrado el apoyo de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Sevilla, lo que ha originado el plantea-
miento de diversos conflictos de jurisdicción entre
aquel órgano judicial y la Sala de Justicia del Con-
sejo Supremo de Justicia Militar, conflictos que por
el momento y a pesar del tiempo transcurrido aún
no han sido resueltas por la sala de Conflictos del
Tribunal Supremo.

El tema es de un gran interés y exige la resolu-
ción de los tres problemas siguientes: 1.°) Determi-
nar que posición ocupa la Guardia Civil en el siste-
ma constitucional definido en 1978; 2.°) Resolver
que ordenamiento es aplicable a los miembros de la
Guardia Civil por razones disciplinarias y penales y
3.°) Concretar qué jurisdicción entiende de la con-
ducta de los miembros de aquel Instituto Armado,
en el caso de imposición de alguna sanción dis-
ciplinaria.

1.°. La Constitución es rotunda a la hora de di-

ferenciar las Fuerzas Armadas de las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, dedicando a las primeras el
artículo 8 incluido en el Título Preliminar y a las se-
gundas el 104 incluido en el Título IV que lleva la ru-
brica "Del Gobierno y la Administración».

La utilización de los criterios clásicos de interpre-
tación, ---gramatical, sistemático, teleológico e his-
tórico-, llevan a la conclusión de que el constitu-
yente de 1978 quiso distinguir netamente a las Fuer-
zas Armadas de los Cuerpos de Seguridad, configu-
rándolos desde perspectivas y finalidades muy di-
versas.

Si utilizamos el criterio gramatical vemos que el ar-
tículo 8 de la Constitución enumera en forma exclu-
yente quienes son Fuerzas Armadas o sea el Ejér-
cito de Tierra, la Armada y el Ejército, por lo que no
cabe ninguna ampliación por la vía legislativa de los
componentes de las Fuerzas Armadas, en las que
no puede ser incluida la Guardia Civil.

Desde el punto de vista sistemático vemos que
las Fuerzas Armadas se encuentran ubicadas en el
Título Preliminar de la Constitución y aunque esta
colocación puede ser muy discutible, es reveladora
de la intención del legislador de considerar a las
Fuerzas Armadas como algo más que simple Admi-
nistración, naturaleza que si es plenamente atribui-
ble a la Guardia Civil.

En una interpretación teológica, vemos que a las
Fuerzas Armadas se les asignan unos objetivos de
garantía de los presupuestos globales de España
como Nación en el concierto internacional y de su
expresión jurídico-política: soberanía, independen-
cia, integridad territorial y ordenamiento constitucio-
nal. A las fuerza y Cuerpos de Seguridad se le asig-
nan unos objetivos de enorme importancia, pero que
carecen de esa "globalidad" que tienen los de las
Fuerzas Armadas, referidos a la protección del libre
ejercicio de los derechos y libertades y en garanti-
zar la seguridad ciudadana.

También la interpretación histórica, referida a los
debates parlamentarios en la génesis de los artícu-
los 8 y 104 de la Constitución, llevan a la misma con-
clusión de diferenciar nítidamente Fuerzas Armadas
y Cuerpos de Seguridad, tengan o no estos la cali-
ficación de Instituto Armado, y es que si fueron re-
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chazadas las pretensiones, en mi entender de total
validez, de eliminar la referencia a las Fuerzas Ar-
madas del Título Peliminar, en donde aparecen re-
cogidos los principios conformadores o estructura-
les del Estado y los valores superiores del ordena-
miento jurídico, tampoco prosperaron las enmiendas
procedentes de los sectores más conservadores de
colocar en igual plano constitucional a las Fuerzas
Armadas y a las de Seguridad o de eliminar la enu-
meración de los ejércitos componentes de las Fuer-
zas Armadas que se hace en el artículo 8, con el fin
de posibilitar al legislador ordinario la asimilación a
aquellas de las Fuerzas de Seguridad. La solución
final fue la inicialmente prevista en el Anteproyecto,
distinguiendo claramente entre unas y otras fuerzas,
sin perjuicio de la asimilación que a efectos de sin-
dicación y de ejercicio del derecho de petición, pero
solo a estos efectos, se hace entre Fuerzas o Insti-
tutos Armados o Cuerpos sometidos a disciplina
militar.

Las leyes posteriores a la Constitución dictadas
por las Cortes Generales en relación a los artículos
8 y 104, no hacen sino reafirmar las opiniones sos-
tenidas más arriba.

Tres han sido las normas dictadas: las Reales Or-
denanzas de las Fuerzas Armadas, Ley 83/1978, de
28 de diciembre; la Ley Organiza 6/1980, de 1 de ju-
lio por la que se regulan los criterios básicos de la
Defensa Nacional y de la Organización Militar, refor-
mada por la Ley Orgánica 1/1984 de 5 de enero y
la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad.

En la primera de estas normas, artículo 2, se dice
textualmente: ceBajoel mando supremo del Rey, las
Fuerzas Armadas constituidas por el Ejército de
Tierra, la Armada y el Ejército del Aire ..,», sin que
para nada se mencione a la Guardia Civil.

Más reveladora de la intención del legislador or-
dinario, es la Ley 6/1980 y especialmente su iter par-
lamentario. En el Proyecto inicial, el Título VI bajo la
rúbrica ceDela Guardia Civil» constaba de dos artí-
culos y en el primero de ellos, el 35, se decía tex-
tualmente que la Guardia Civil es un cuerpo militar
que, como tal, forma parte del Ejército de Tierra y de-
pende en su organización, personal, disciplina, ar-
mamento y servicio militar del Ministerio de Defen-
sa, si bien en el desempeño de sus funciones rela-
tivas al orden y a la seguridad pública depende de
Interior, recalcando que en tiempo de guerra y du-
rante el estado de sitio la dependencia se hace ex-
clusiva del Ministerio de Defensa.

Sin embargo esta inicial redacción no prosperó, al
ser admitida una enmienda de la Minoría Catalana
por todos los Cuerpos Parlamentarios, con excep-
ción de Alianza Popular, que supone un cambio fun-
damental, al desaparecer en el actual artículo 8 de
la Ley 6/1980 toda referencia al carácter militar de
la Guardia Civil, manteniéndose la doble dependen-
cia de los Ministerios de Defensa e Interior, según
la naturaleza de las misiones encomendadas y la ex-
clusiva del Ministerio de Defensa en tiempo de
guerra y estado de sitio. Asimismo en el actual artí-
culo 38 se defiere al Reglamento Orgánico del Cuer-
po de la Guardia Civil que será aprobado por el Go-
bierno a propuesta de los Ministerios de Defensa y
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del Interior, la organización, funciones, armamento
y el régimen de personal y disciplinario.

En resumen, en el año 1980, en la Ley Orgánica
prevista para el desarrollo del artículo 8 de la Cons-
titución, los criterios que presiden la concepción de
la Guardia Civil son:

a) No forma parte de las Fuerzas Armadas; b) Es
ordinariamente Cuerpo de Seguridad dependiente
del Ministerio del Interior; c) Pueden encomendárse-
le misiones de carácter militar y entonces depende
del Ministerio de Defensa; d) En tiempo de guerra o
declarado el estado de sitio depende del Ministerio
de Defensa, e) Deberá tener un régimen estatutario
propio respecto a su organización, funciones, arma-
mento, personal y disciplinario.

Estos criterios se refuerzan con toda rotundidad
en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, que ya
desde el preámbulo considera inequívocamente
como formando parte de las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad, asignándosele funciones propias de
aquellas fuerzas, sin ninguna relación con las de-
sempeñadas por las Fuerzas Armadas, sin bien al
definir a la Guardia Civil en el artículo 9.b) se em-
plea la expresión «Instituto Armado de naturaleza
militar», con la doble dependencia a que se ha he-
cho referencia.

¿Que significado tiene esta expresión «naturale-
za militar» y que alcance debe dársele? Descartado
que ello signifique integración en las Fuerzas Arma-
das, al no ser compatible con la Constitución ni con
el sistema estructural de la Ley Orgánica 2/1986,
esa expresión se concretaría en los siguientes as-
pectos: estructuración jerárquica según los diferen-
tes empleos (artículo 13), normativa específica en el
orden disciplinario, prohibición de pertenecer a par-
tidos políticos o sindicatos o de hacer peticiones co-
lectivas (15,2). Esto que supone una evidente mo-
dulación de la regulación de las demás Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, no supone una asimilación
plena a las Fuerzas Armadas, ya que ello supondría
pasar de una Guardia Civil «constitucional», a otra
«anticonstitucional» .

1l.-Si la Guardia Civil no es Fuerza Armada sino
Cuerpo de Seguridad; la conclusión a que tiene que
llegarse es que no se le puede aplicar el derecho pe-
nal y disciplinario propio de aquellas, conclusión que
tiene un claro apoyo en las dos Leyes Orgánicas por
las que se regula el régimen penal y disciplinario de
las Fuerzas Armadas, las Leyes Orgánicas 13/1985
de 9 de diciembre (Código Penal Militar) y 12/1985
de 27 de noviembre de Régimen Disciplinario de las
Fuerzas Armadas.

En la Ley Orgánica 13/1985, el artículo 10 dice
con toda cláridad que el Código Penal Militar no es
de aplicación ordinariamente a los miembros de la
Guardia Civil, sino únicamente de manera excepcio-
nal, cuando los miembros de dicho Instituto Armado
tengan consideración de fuerza armada en los tér-
minos previstos en la Ley 2/1986 ya conocidos: cum-
plimiento de misiones militares por encargo especí-
fico del Ministerio de Defensa o del Gobierno, guerra
o estado de sitio.

La Ley 12/1985 ni siquiera se plantea que le sea
de aplicación a los miembros de la Guardia Civil y
así en su artículo 3 dice: «Estan sujetos a la presen-



te Ley los militares profesionales comprendidos en
cualquiera de las situaciones que integran las de ac-
tividad y las de reserva con las excepciones que ex-
presamente se determinen en su legislación especí-
fica». Obviamente en una Ley que lleva por título
«Del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Arma-
das», el concepto de militar profesional no admite
otra interpretación que la de miembro de cualquiera
de los tres ejércitos.

¿Como interpretar entonces la mención que se
hace en los artículos 5, 19 Y 55 de la Ley al Director
General de la Guardia Civil? La respuesta es sen-
cilla, puesto que excepcionalmente los miembros de
la Guardia Civil pueden tener la consideración de
fuerza armada, en tales supuestos le es de aplica-
ción el derecho disciplinario militar y tiene que pre-
verse que el Director de dicho Instituto Armado pue-
da imponer Sanciones con arreglo a esta ley. Es la
única respuesta coherente no ya con la posición
constitucional de la Guardia Civil y con el desarrollo
efectuado de la misma por la Ley Orgánica 2/1986,
sino también con la propia Ley 12/1985.

¿Qué régimen disciplinario le es, pues, de aplica-
ción a los miembros de la Guardia Civil?

El Tribunal Constitucional en la Sentencia 93/1986
de 7 de julio ha afirmado que «si bién la Constitu-
ción distingue de las Fuerzas Armadas a los Cuer-
pos y Fuerzas de Seguridad, ello no impide que la
misma Constitución contemple como ajustado a sus
preceptos el que la ley quede sujetar a la disciplina
militar a los Institutos Armados y a otros cuerpos,
por lo que no puede afirmarse que la aplicación del
régimen disciplinario sancionador de carácter militar
a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado,
sea contrario a la Constitución ... Corresponde, pues,
al legislador determinar la aplicación o no a las fuer-
zas de Policía del régimen disciplinario de las Fuer-
zas Armadas o bien otro régimen distinto». Eviden-
temente si ello es posible para la Policía Nacional,
también lo es para la Guardia Civil.

Aunque la tesis del Tribunal Constitucional no nos
parece acertada, al posibilitar sanciones de priva-
ción de libertad en el ámbito de la Administración Ci-
vil, en contra del artículo 25.3 de la Constitución, es
lo cierto que el Tribunal Constitucional es el Tribu-
nal Constitucional y como afirmo en su día el Juez
del Tribunal Supremo americano, S.H. Jackson «tie-
ne siempre la última palabra no porque sea infalible,
sino que es infalible porque tiene la última palabra»
y por consiguiente la cuestión a resolver es, pues,
la siguiente. ¿Qué decisión ha tomado el legislador?
¿Ha equiparado a la Guardia Civl a efectos discipli-
narios a las Fuerzas Armadas?

Volviendo a la Ley 2/1986 el artículo 15.1 dice tex-
tualmente: «La Guardia Civil, por su condición de
Instituto Armado de naturaleza militar, a efectos dis-
ciplinarios, se regirá por su normativa específica». O
sea un régimen disciplinario que no el mismo de las
Fuerzas Armadas ni tampoco el del Cuerpo Nacio-
nal de Policía, exigible por su específica naturaleza.
Pero como el. legislador ordinario después de sentar
este principio diferenciador no la ha desarrollado, es-
tamos ante un vacío normativo que sólo puede ser
llenado a través de la técnica de la integración.

y la respuesta que se impone en términos gene-

rales es evidente: el legislador al enfrentarse con la
Guardia Civil sigue un criterio que es el de distinguir
entre norma y excepción.

Norma: la Guardia Civil es Cuerpo de Seguridad
que centra su actividad en funciones propiamente
policiales, de seguridad e investigación y cuyo régi-
men estatutario tiene que estar, regulado y regido
por la Ley Orgánica de las Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad. Excepción: La Guardia Civil tiene conside-
ración de Fuerza Armada en los supuestos expre-
samente previstos en el ordenamiento a los que nos
hemos referido (misiones de carácter militar, estado
de guerra y de sitio).

Por consiguiente cuando actúa dentro de los su-
puestos «normales», esto es cuando desempeña
misiones de Cuerpo de Seguridad, el régimen dis-
ciplinario aplicable debe ser el del Cuerpo Nacio-
nal de Policía previsto en la Ley Orgánica 2/1986.
Cuando actua en el marco de la excepcionalidad
antes señalado, el régimen disciplinario es el de
las Fuerzas Armadas. Esto conlleva como conse-
cuencia la posibilidad de aplicar sanciones privati-
vas de libertad, lo que no resulta factible en el mar-
co de su actuación normal como Fuerza de Segu-
ridad (artículo 104.1 de la Constitución) por vedar-
lo el artículo 25.3 de la norma fundamental.

111.-L1egados a esta altura de la reflexión, no es
necesario un gran esfuerzo para demostrar que la
Jurisdicción ordinaria es la competente para enten-
der de los recursos que se puedan formular contra
sanciones disciplinarias que puedan imponerse a
miembros de la Guardia Civil.

En realidad la cuestión ya está resuelta en la
Constitución al separar a las Fuerzas Armadas de
los Cuerpos de Seguridad y al establecer en el artí-
culo 117.5 que «el principio de unidad jurisdiccional
es la base de la organización y funcionamiento de
los Tribunales. La Ley regulará el ejercicio de la ju-
risdicción militar en el ámbito estrictamente castren-
se y en los supuestos del estado de sitio». La Juris-
dicción militar es para las Fuerzas Armadas y úni-
camente cuando la actuación de sus miembros en-
caje dentro del ámbito estrictamente castrense, pero
no para los Cuerpos de Seguridad salvo cuando es-
tos pueden tener consideración (accidental) de Fuer-
zas Armadas, o sea en los casos antes señalados.

Pero además la propia Ley Orgánica 2/1986 ha
venido a resolver el problema, aplicando el criterio
ya señalado que preside su concepción de la Guar-
dia Civil: norma/excepción.

Norma: artículo 8.1. «La jurisdicción ordinaria será
la competente para conocer de los delitos que se co-
metan contra los miembros de las Fuerzas o Cuer-
pos de Seguridad, así como de los cometidos por es-
tos en el ejercicio de sus funciones».

Excepción: artículo 8.1.4: «Se exceptúan de lo dis-
puesto en los párrafos anteriores los supuestos en
los que sea competente la jurisdicción militar». O
sea, cuando de acuerdo con el artículo 7.3 de la pro-
pia Ley la Guardia Civil tiene consideración de fuer-
za armada (cumplimiento de misiones de carácter
militar).

Las piezas encajan todas. Ni una sola vez dijo el
legislador constituyente u ordinario que la Guardia
Civil sea fuerza armada; ni una sola vez que el ré-
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gimen penal o disciplinario aplicable en situaciones
ordinarias, sea el de las fuerzas armadas; ni una
sola vez que la jurisdicción competente sea la mili-
tar, reducida por imperativo constitucional al ámbito
estrictamente castrense y a los supuestos de esta-
do de sitio. Esta es la posición del constituyente y
del legislador. Esta es la "Guardia Civil Constitucio-
nal y legal", me atrevo a decir que también la real-
mente "civil" y cualquier otra interpretación no pa-
rece muy sostenible en la España de hoy.

Así lo entendió también la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo de la Audiencia Territorial de Se-
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villa, en una postura de claro progresismo al plan-
tear conflicto de Jurisdicción al Consejo Supremo de
Justicia Militar y el Juzgado de Instrucción 14 de la
misma ciudad al admitir un recurso de habeas cor-
pus contra una más de las sanciones de privación
de libertad, que el Director de la Guardia Civil viene
imponiendo al cabo Rosa Recuerda por su actividad
sindical. Esperemos que la Sala de Conflictos del
Tribunal Supremo resuelva una vez las cuestione
planteadas, tiempo ha habido para ello, a fin de arro-
jar luz sobre unos problemas que no debían de ha-
berse producido, ya que en nuestra opinión Consti-
tución y legislación son de una absoluta claridad.


